
 

 

Decreto por el que se regula la organización de la Orientación 
Académica, Educativa y Profesional en la Comunidad Autónoma de 
Castilla-La Mancha 

El Tratado Internacional de los Derechos del Niño, en la Convención del 20 de 
noviembre de 1989, adoptado por la Asamblea General de Naciones Unidas 
establece que los estados partes reconocen el derecho del niño a la educación, 
la implantación de la enseñanza primaria obligatoria y gratuita, el desarrollo en 
sus distintas formas de la enseñanza secundaria, incluida la enseñanza general 
y profesional, así como hacer que todos los niños dispongan de información y 
orientación en cuestiones educacionales y profesionales teniendo acceso a 
ellas. 

Por su parte, la Resolución del Consejo de las Naciones Unidas y de los 
representantes de los Gobiernos de los Estados miembros de 21 de noviembre 
de 2008, define la orientación como un proceso continuo que permite a los 
ciudadanos, a cualquier edad y a lo largo de su vida, determinar sus 
capacidades, sus competencias y sus intereses, tomar decisiones en materia 
de educación, formación y empleo y gestionar el recorrido de su vida personal. 

Impulsados por los estados miembros de Naciones Unidas los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible incluidos en la Agenda  2020- 2030, reconocen estos 
mismos derechos y promueven  que las políticas educativas de los países, 
garanticen una educación inclusiva, equitativa y de calidad en la que el trabajo 
cooperativo entre los diferentes miembros de la comunidad educativa, la 
preocupación por la perspectiva de género y el respeto a las diferencias 
individuales sean las señas de identidad, que permitan desarrollar 
oportunidades de aprendizaje durante toda la vida, el logro de metas como son 
la educación primaria y secundaria universal, el acceso igualitario a la 
educación técnica, profesional y superior, garantizando la adecuadas 
transiciones y el asesoramiento para ello. 

En ámbito nacional, la Constitución Española de 1978 reconoce en su artículo 
14 la igualdad de todas las personas ante la Ley, y en el artículo 27.1, el derecho 
a la educación. En este sentido, la orientación académica, educativa y 
profesional se convierte en garante de calidad en el ejercicio de dicho derecho, 
quedando refrendado en la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del 
Derecho a la Educación que establece en su artículo primero el derecho a una 
educación básica y a recibir una formación integral que contribuya al pleno 
desarrollo de su personalidad, y a recibir orientación educativa y profesional.  

 
La Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, modificada por la Ley 

Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre, dispone que los poderes públicos 

prestarán una atención prioritaria al conjunto de factores que favorecen la calidad 

de la enseñanza, entre los cuales se encuentra la orientación académica, 

educativa y profesional con perspectiva de género e inclusiva, como un derecho 

básico del alumnado. 

 

La Ley 7/2010, de 20 de julio, de Educación de Castilla-La Mancha, reconoce 
como factor de calidad del sistema educativo la orientación educativa y 
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profesional, con la finalidad de contribuir a la educación integral del alumnado a 
través de la personalización del proceso educativo. Del mismo modo, establece 
que el Consejo de Gobierno regulará el funcionamiento de la orientación en lo 
referido a la organización interna de la misma, las estructuras y responsables, 
la integración con las actividades de apoyo, la cooperación con otras 
actuaciones de asesoramiento y la colaboración con el entorno para obtener la 
mejor atención educativa. 
 

El Decreto 3/2008, de 8 de enero, de la Convivencia Escolar en Castilla-La 
Mancha, reconoce el valor de las medidas y actuaciones de carácter preventivo 
como medio para educar para la convivencia, siendo un aspecto relevante 
dentro de los ámbitos de actuación de la labor orientadora. 

 

El Decreto 85/2018, de 20 de noviembre, por el que se regula la inclusión 
educativa del alumnado en la comunidad de Castilla-La Mancha, concreta el 
marco regulador que garantiza una educación inclusiva para todo el alumnado 
en la región. 

 
El presente decreto incluye el enfoque de derechos de la infancia, reconociendo 

el interés superior del menor, su derecho a la educación y a la orientación, 

introduciendo en los ámbitos de actuación de la labor orientadora, aspectos 

claves, que llevan al sistema educativo a adaptarse a las exigencias de una 

sociedad dinámica y cambiante. 

 

Introduce aspectos enriquecedores en relación al modelo de orientación de la 

comunidad incluyendo la orientación académica como complemento de la 

orientación educativa y profesional del alumnado, contemplando la orientación 

como derecho básico y como elemento que forma parte de la propia acción 

formativa y de la función docente, desarrollándose desde distintos ámbitos de 

actuación y con la intervención de diferentes estructuras conectadas y 

coordinadas entre sí.  

 

Se Incorpora dentro de la labor orientadora y en el desarrollo de sus ámbitos de 

actuación, un enfoque de igualdad de género y de coeducación, fomentando en 

todas las etapas educativas el aprendizaje de la igualdad efectiva de mujeres y 

hombres, la prevención de la violencia de género y el respeto a la diversidad 

afectivo sexual, introduciendo en la orientación educativa y profesional del 

alumnado una perspectiva inclusiva y no sexista. 

 

Contribuye también a la importancia de atender al desarrollo sostenible, 

incluyendo desde el ámbito del desarrollo de la acción tutorial, la necesidad de 

contribuir a desarrollar valores de respeto hacia los seres vivos, derecho de los 



 

 

animales y el medio ambiente. Del mismo modo, se incide en el fomento de 

hábitos saludables, especialmente en la eliminación de las situaciones de riesgo 

derivados de la inadecuada utilización de tecnologías de la información.  

 

Se profundiza en un modelo de orientación abierto al entorno, incidiendo en la 

mejora de la convivencia democrática, a través de la participación de la 

comunidad educativa y la planificación de procesos de transición y acogida, para 

todos los integrantes de la comunidad educativa. 

 

Resaltar que el decreto adopta un enfoque de la labor orientadora inclusiva, con 

objeto de ofrecer oportunidades de éxito a todo el alumnado, resaltando la 

necesaria coordinación e intervención transversal, así como la responsabilidad 

de los diferentes profesionales y estructuras de asesoramiento desde un modelo 

contextual y colaborativo.  Se pasa por tanto de un modelo que definía niveles 

jerárquicos en el desarrollo de la labor orientadora, a un modelo de red donde 

las estructuras de la orientación se configuran a través de la Red de 

Asesoramiento y Apoyo a la Orientación, Convivencia e Inclusión Educativa para 

desarrollar la labor orientadora de forma coordinada e interdisciplinar. 

 

Los equipos de atención educativa lejos de identificarse como estructuras 

especializadas, se convierten, junto a los centros de educación especial, en  

estructuras de asesoramiento y apoyo a toda la comunidad educativa,  con objeto 

de disponer de una intervención interdisciplinar y coordinada, con los 

Equipos de Orientación y Apoyo y Departamentos de orientación de los 

centros educativos y el resto de estructuras que conforman la red. En este 

sentido, el decreto se alinea y articula como marco canalizador de la normativa 

que, en materia de educación inclusiva, es aprobada en nuestra comunidad 

autónoma al impulsar la creación de una red de mejora de la calidad educativa. 

 

Se establece, por último, la necesidad de disponer del Plan General de Actuación 

Anual, entendido como el marco de referencia para establecer prioridades, líneas 

estratégicas y objetivos anuales. Se impulsan los Equipos de coordinación de los 

profesionales de la orientación educativa e intervención socioeducativa en el 

desarrollo de la labor orientadora, para garantizar la coherencia regional, 

provincial y entre zonas educativas, como mejora del desarrollo de la labor 

orientadora y la consecución de las prioridades, líneas estratégicas y objetivos 

anuales que se establezcan. 

De acuerdo con estos supuestos de base, el presente decreto se estructura en 
cuatro capítulos en los que se define la orientación académica, educativa y 



 

 

profesional; los ámbitos de actuación; las estructuras y funcionamiento de la 
orientación como derecho del alumnado y la valoración de su impacto en la 
educación equitativa, inclusiva y de calidad en Castilla-La Mancha.  

Con la aprobación de esta norma se da cumplimiento a los principios de buena 
regulación normativa previstos en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas. Por un lado, se da cumplimiento a los principios de necesidad y 
eficacia, dado que esta iniciativa se justifica en la necesidad de adecuar la 
regulación de la orientación a las modificaciones que en esta materia se han 
introducido por la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, y de la 
nueva estructura y funcionamiento de la Orientación académica, educativa y 
profesional en Castilla-La Manca. 

La regulación propuesta se ajusta igualmente al principio de proporcionalidad, 
puesto que contiene la regulación imprescindible para atender a la necesidad 
que se intenta cubrir. No existe otra alternativa regulatoria que el decreto de 
consejo de gobierno. La seguridad jurídica queda garantizada, puesto que la 
norma propuesta guarda la necesaria coherencia con el resto del ordenamiento 
jurídico. La presente disposición de carácter general se ha sometido a los 
trámites de consulta pública y proceso participativo, posibilitando el acceso del 
conjunto de la ciudadanía al texto propuesto y facilitando su participación activa 
en la elaboración de la norma, todo ello en atención al principio de 
transparencia. Respecto al principio de eficiencia, son la aprobación de la 
norma no se crean cargas administrativas innecesarias, ni se originan ingresos 
o recursos nuevos, de manera que no da lugar a carga económica para la 
ciudadanía.   

En la elaboración de la norma han intervenido la Mesa Sectorial de Educación 
no universitaria y el Consejo Escolar de Castilla-La Mancha. 

En virtud de lo anterior, a propuesta de la Consejera de Educación, Cultura y 
Deportes, de acuerdo con el Consejo consultivo y previa deliberación del 
Consejo de Gobierno, en su reunión del XXXXX, dispongo:  

 
 

 


